
ALCANCE DEL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA... 1 3

Alcance del artículo 20 de la Constitución
de la República Bolivariana de Venezuela

(libre desenvolvimiento de la personalidad)

María Candelaria DOMÍNGUEZ GUILLÉN*

SUMARIO:

Introito
1 . El artículo 20 de la Carta Magna: el libre desenvolvimiento

de la personalidad: 1.1 Consagración genérica: 1.1.1 De la
libertad como derecho. 1.1.2 Del libre desenvolvimiento de la per-
sonalidad como principio. 1.2 Limitaciones: 1.2.1 Los derechos
de los demás. 1.2.2 El orden público. 1.2.3 El orden social. 1.2.4
El orden jurídico.

A manera de conclusión

* Universidad Central de Venezuela. Abogada, Especialista en Derecho Procesal. Cursante
del Doctorado en Derecho Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas. Instituto de Derecho
Privado. Investigadora-Docente. Profesora Agregado Cátedra de Derecho Civil I Personas, Jefe.
Autora entre otras publicaciones de la obra Ensayos sobre capacidad y otros temas de Derecho
Civil, (TSJ, 2001).



1 4 MARÍA CANDELARIA DOMÍNGUEZ GUILLÉN

INTROITO

La persona constituye, sin lugar a dudas, el eje fundamental del orden
jurídico. Siendo que el Derecho surge para regular la conducta del hom-
bre en sociedad, es el mismo ser humano quien ante la necesidad de
prevenir conflictos creó el Derecho. Es así como el hombre se convierte
en creador y a su vez destinatario del ordenamiento jurídico y de allí que
las normas que lo rigen pretenden básicamente lograr su paz y bienestar
dentro de un orden social.

El Derecho tiene por norte la persona y ésta, a su vez, precisa ser pro-
tegida en todo el esplendor de su personalidad jurídica a fin de hacer
efectivo el sitial que posee en el ámbito legal.

Precisamente a la noción de persona y personalidad se le añaden a
veces expresiones que denotan ideas que exceden el sentido técnico de
tales términos y se presentan en ocasiones con un contenido distinto o
mayor. Tal es el caso de la expresión “libre desenvolvimiento o desa-
rrollo de la personalidad”, para aludir al carácter omnicomprensivo
de los derechos que giran en torno a la persona. Precisamente el artícu-
lo 20 de nuestra Carta Magna utiliza tal expresión.

Las presentes líneas constituyen una breve reflexión sobre el alcance
del artículo 20 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela. Simplemente pretendemos preguntarnos, a título básicamente
especulativo, en qué consiste el libre desenvolvimiento de la personali-
dad o si más bien tal expresión es susceptible de ser ubicada en alguna
institución de Derecho de la Persona estudiada por la doctrina.

1. EL ARTÍCULO 20 DE LA CARTA MAGNA: EL LIBRE
DESENVOLVIMIENTO DE LA PERSONALIDAD

El artículo 20 de la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela prevé:
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Toda persona tiene derecho al libre desenvolvimiento de su
personalidad, sin más limitaciones que las que derivan del de-
recho de las demás y del orden público y social.1

Dicha norma se encontraba igualmente en la Constitución de 1961 en su
artículo 43 que establecía:

Todos tienen derecho al libre desenvolvimiento de su persona-
lidad, sin más limitaciones que las que derivan del derecho de
los demás y del orden público y social.2

Por su parte, la Constitución de 1953 en su artículo 28 contenía lo que
se podría considerar el antecedente o el equivalente a dicha norma:

Todos tienen el derecho de hacer lo que no perjudique a otro y
nadie está obligado a hacer lo que la ley no ordene ni impedido
de ejecutar lo que ella no prohiba.

1 Véase sobre dicho artículo: Asamblea Nacional Constituyente. Gaceta Constituyente (Diario de
Debates). Octubre-Noviembre 1999. Caracas, Imprenta del Congreso de la República. Sesión
ordinaria 21-10-99, N° 25, p. 7, “Artículo 19. Todos tienen derecho al libre desenvolvimiento de
su personalidad, sin más limitaciones que las que se deriven del derecho de los demás y del orden
público y social. EL PRESIDENTE.- En consideración el artículo leído. (Pausa). Si no hay
objeción se va a dar por aprobado. (Pausa). Tiene la palabra Edmundo Chirinos. CONSTITU-
YENTE EDMUNDO (CHIRINOS).- Un comentario que hizo Manuel Quijada en cuanto a la
redacción de los textos de este artículo y del siguiente, el uno muy breve y el otro muy extenso
y bien pudieran ensamblarse, porque el artículo 20 expresa ‘todos tienen derecho al libre desen-
volvimiento de la personalidad’ y luego dice ‘todas las personas son iguales ante la ley’, etcétera,
se sobreentiende, y pudieran integrarse en un solo artículo y abreviarse en aras de disminuir al
final el número de artículos de la Constitución; es como demasiado discriminativo; propondría
fundir el 19 al 20 con una nueva redacción. EL PRESIDENTE.- Hay una proposición del
constituyente Chirinos de fundir el uno y el dos. Tiene la palabra el constituyente Brewer-Carías.
CONSTITUYENTE BREWER-CARÍAS (ALLAN).- No, Presidente, estos dos artículos apuntan
a cuestiones totalmente distintas. Con la excusa de nuestro amigo el médico, esto es un concepto
constitucional; el del libre desenvolvimiento de la personalidad, es el concepto más amplio que el
de libertad, esto, por una parte; y por la otra, es el principio de igualdad. Claro, bajo ese ángulo se
puede hacer un chorizo sin articulado. No, porque es no es una Constitución; esto tiene que
configurarse como dos cosas distintas y dos artículos distintos. EL PRESIDENTE.- Continúa en
consideración el artículo leído. Si no hay objeción se va a dar por aprobado. (Pausa). Aprobado”.
2 Se aprecia así que en esencia la norma en cuestión se mantiene, salvo que se cambia la expresión
“todos tienen” por “toda persona tiene”. Se observa igualmente, un cambio en la expresión “las”
demás por “los”.
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Esta última norma se apreciaba igualmente en las Constituciones ante-
riores desde el texto constitucional de 1864.3  En las Constituciones an-
teriores se puede apreciar algún antecedente de la norma aunque no en
los mismos términos.4

Al libre desarrollo o desenvolvimiento de la personalidad se refieren
igualmente los diversos instrumentos internacionales.5

En este sentido, nos preguntamos ¿El artículo 20 de la Constitución con-
sagra un principio constitucional; se refiere implícitamente al derecho a
la libertad, alude a un derecho de contenido distinto a la libertad o sim-
plemente refleja el carácter amplísimo de los derechos de la persona?

3 En la Constitución de 1947 en su Art. 23; en el Decreto sobre Garantías de 1946 en su artículo
1, numeral 6 letra c; Constitución de 1945, Art. 32, numeral 5, letra c; Constitución de 1936, Art.
32, numeral 5, letra c; Constitución de 1931, Art. 32, numeral 5, letra c; Constitución de 1929,
Art. 32, numeral 5, letra c; Constitución de 1928, Art. 32, numeral 5, letra c; Constitución de
1925, Art. 32, numeral 5, letra c; Constitución de 1922, Art. 22, numeral 5, números 4 y 5;
Constitución de 1914, Art. 22, numeral 5, números 4 y 5; Constitución de 1909, Art. 23, numeral
5, números 4 y 5; Constitución de 1904, Art. 17, numeral 5, números 4 y 5; Constitución de
1901, Art. 17, numeral 5, números 4 y 5; Constitución de 1893, artículo 14, numeral 5, números
4 y 5; Constitución de 1891, artículo 14, numeral 5, número 4; Constitución de 1881, Art. 14,
numeral 5, número 4; Constitución de 1874, Art. 14, numeral 5, número 4; Constitución de
1864, Art. 14, numeral 5, número 4. (Las Constituciones fueron consultadas en: Brewer-Carías,
Allan: Las Constituciones de Venezuela. Caracas, Biblioteca de la Academia de Ciencias Políticas
y Sociales, 1997).
4 Véase: Constitución de 1858, Art. 13 relativo a la abolición de la esclavitud; Constitución de
1857, Art. 100 que señalaba “Los venezolanos tiene la libertad de terminar sus diferencias por
árbitros aunque estén iniciados los pleitos, mudar de domicilio, ausentarse del Estado llevando
consigo sus bienes y volver a él con tal que observen las formalidades legales y de hacer todo lo
que no está prohibido por la ley” (y 97, 99, 101 y 104); Constitución de 1830, Art. 190 que
reproduce el artículo 100 de la Constitución de 1857 (y 188); Constitución de 1821, (Art. 1, Arts.
156 y 157); Constitución de 1819 (Art. 1). La Constitución de 1811 establecía en su Art. 153:
“La libertad es la facultad de hacer todo lo que no daña a los derechos de otros individuos, ni
al cuerpo de la sociedad, cuyos límites sólo pueden determinarse por la ley, porque de otra
suerte serían arbitrarios y ruinosos a la misma libertad”. En ocasiones se apreciaba simplemente
la referencia al derecho a la libertad (tales artículos los colocamos entre paréntesis).
5 Véase: Art. 22 Declaración Universal de Derechos Humanos, que prevé: “Toda persona, como
miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo
nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de
cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a
su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad”; pensamos que el Art. 1 de la Convención
Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica contiene de cierta forma una
referencia al libre desarrollo o desenvolvimiento de la personalidad al indicar que los Estados
partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en
ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que este sujeta a su jurisdicción...
(Destacado nuestro).
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Creemos que a tal efecto se pueden hacer varias precisiones pues el
sentido de la norma abarca tanto una consagración genérica de la liber-
tad así como más precisamente una amplísima manifestación de la ple-
nitud de los derechos de la persona en general.

Veamos algunas reflexiones sobre cada una de las posibilidades indicadas:

1.1 CONSAGRACIÓN GENÉRICA

1.1.1 De la libertad como derecho

A la libertad hemos tenido ocasión de referirnos en otras oportunidades
enfocándola desde la perspectiva de los derechos de la personalidad,6

considerando que la misma se presenta como la posibilidad de elección
o de escoger; supone la actuación según la autodeterminación, en tanto
no se afecten los derechos de los demás.7 La libertad constituye uno de
los derechos más importantes de la persona.8 La libertad es el derecho

6 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Aproximación al estudio de los derechos de la
personalidad. En: Revista de Derecho N° 7. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, pp.
186-195; Domínguez Guillén, María Candelaria: Sobre los Derechos de la Personalidad. En:
Díkaion Lo Justo. N° 12. Año 17. Colombia, Universidad de la Sabana, 2003, p. 33; Domínguez
Guillén, María Candelaria: Ensayos sobre capacidad y otros temas de Derecho Civil. Caracas,
Tribunal Supremo de Justicia, Colección “Nuevos Autores”, 2001, pp. 481 y 482; Domínguez
Guillén, María Candelaria: Las libertades de expresión e información. En: Revista de Derecho N°
5. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, pp. 19-72.
7 En efecto, la libertad presenta a su vez una limitación derivada de su propia naturaleza, toda vez
que no existe una posibilidad de actuación ilimitada, pues las restricciones a la misma vienen dadas
por el respeto a los derechos de los demás. Y de allí que la parte final del artículo 20 de la
Constitución indique que las limitaciones al libre desarrollo de la personalidad son precisamente
las que se derivan del derecho de las demás personas y del orden público y social.
8 Sobre la libertad, véase: Garaudy, Róger: La libertad. Buenos Aires, Lautaru, 1958. Trad. Sara
Manso; Bakunin, Mikhail Aleksándrovich: La libertad. Buenos Aires, Ediciones del Mediodía,
1968; Mill, Jhon Stuart: Sobre la libertad. Madrid, Alianza Editorial, 5ª reimpresión, 1988.
Véase también: Cossio, Carlos: La teoría egológica del derecho y el concepto jurídico de liber-
tad. Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 2ª edic., 1964; Tosta, María Luisa: La libertad en la teoría
pura del derecho. En: Libro Homenaje a Rafael Pisani. Caracas, Universidad Central de Venezue-
la, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, 1979, pp. 427-447; Alcorta, José Ignacio: Aprecia-
ción existencialista de la libertad. En: Estudios en honor del doctor Luis Recasens Siches.
México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1980, Vol. I, pp. 5-28; Sánchez Viamonte,
Carlos: El problema contemporáneo de la libertad. Buenos Aires, edit. Kapelusz, 1945; Aron,
Raymond: Ensayo sobre libertades. Madrid, Alianza Editorial, 4ª edic., 1984; Bernanos, Georges:
La libertad ¿para qué? Buenos Aires, Librería Hachetle, 1955; Bay, Christian: La estructura de
la libertad. Madrid, edit. Tecnos S.A., 1961. Trad. María Dolores López Martínez; Konvitz,
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con mayores manifestaciones y matices que podemos estudiar y de allí
que se pueda hablar de múltiples posibilidades en que el mismo se des-
pliega, a saber: personal, de expresión, de información, de tránsito, de
asociación, etc.

De allí que como bien indica José Lete del Río, la libertad es el derecho
de actuar libre y responsablemente, sin otros límites que los impuestos
por la ley, la moral y el orden público.9 Para algunos el libre desenvolvi-
miento de la personalidad alude en esencia, al derecho a la libertad. En
efecto, comenta Francisco Javier Díaz Revorio que el Art. 10.1 de la
Constitución española, relativo al libre desarrollo de la personalidad cons-
tituye en realidad una concreción o manifestación concreta de la liber-
tad.10 Señala igualmente Allan Brewer-Carías al comentar el artículo
bajo estudio en la Constitución de 1999 que ello representa la consagra-
ción más clásica de la libertad.11 En el mismo sentido Anabella Del Moral
afirma que “la doctrina, tanto nacional como extranjera, ha sido contes-
te al afirmar que el derecho a la libertad es establecido a través del
derecho de todo individuo al libre desarrollo de su personalidad, pues
con él se busca garantizar la libertad general de actuar, de hacer o no
hacer lo que se considere conveniente desde la perspectiva individual”.12

Así mismo nos comenta Andrés Felipe Suárez Berrío que la jurispru-
dencia colombiana ha entendido el ámbito de aplicación del contenido

Milton R.: La libertad en la Declaración de Derechos en los Estados Unidos. Buenos Aires,
Editorial Bibliográfica Argentina, 1959; Konvitz, Milton R.: Conquistas de la Libertad. México
D.F., edit. Pax-México, 1967; Domínguez, Cicerón: La libertad humana y la defensa social.
Bogotá, edit. Temis, 1988; Sandifer, Durward U. y L. Ronald Scheman: Fundamentos de la
libertad (Relaciones entre la democracia y los derechos humanos). México, Unión Tipográfica
Editorial Hispanoamericana, 1967. Trad. Manuel Ortuño; Corts Grau, José: Cara y cruz de la
libertad. En: Estudios en honor del doctor Luis Recasens Siches. México, Universidad Nacional
Autónoma de México, 1980, Vol. I, pp. 183-195; Arciniegas, Germán: Entre la libertad y el
miedo. Santiago de Chile, Editorial del Pacífico, 1954.
9 Lete del Río, José M.: Derecho de la Persona. Madrid, edit. Tecnos, 3ª edic., 1996, p. 220.
10 Díaz Revorio, Francisco Javier: Valores superiores e interpretación constitucional. Madrid,
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1997, p. 510.
11 Véase: Brewer-Carías, Allan: Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Constituyente).
Caracas, Editorial Jurídica Venezolana, 1999, Tomo II, p. 92.
12 Del Moral, Anabella: Derecho al Libre desarrollo de la personalidad de niños, niñas y adoles-
centes. En: Tercer Año de vigencia de la Ley Orgánica para la protección del Niño y del Adoles-
cente. IV Jornadas sobre la LOPNA. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2003, p. 112.
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del derecho al libre desarrollo de la personalidad como una “cláusula
general de libertad”.13 Se han utilizando expresiones que denotan este
amplio margen de aplicación, tales como “libertad general de actuar”,
“libertad general de acción”, “libertad general para actuar o no actuar”,
“libertad general de hacer o no hacer”, etc.14 Indica el autor que el
contenido del derecho a la libertad viene asociado a las nociones de
“autonomía” y “autodeterminación”, las cuales son expresiones que la
Corte colombiana ha utilizado indistintamente para referirse al libre de-
sarrollo de la personalidad.15 La “libertad de opción” se considera igual-
mente una manifestación del derecho en estudio.16

De manera pues que según esta idea, el artículo 20 de la Constitución
constituye en términos generales la máxima consagración del derecho a
la libertad, entendiendo éste como la posibilidad de escoger, de elegir,
de actuar conforme a la autodeterminación, sin más limitaciones que las
impuestas por el orden jurídico.

Esta idea no sólo se inspira en la noción de “derecho” como facultades
o propiedades esenciales a la persona, sino inclusive desde el punto de
vista sistemático, derivado este último de la propia ubicación que ha
tenido el artículo en estudio en las distintas Constituciones de Venezue-
la. En efecto, según indicamos supra, las diversas Constituciones de
nuestro país han consagrado una disposición semejante a la que estu-
diamos, precisamente al referirse al derecho a la libertad.17 Sin embar-
go, como veremos, la ubicación sistemática actual de la norma en
comentarios permite igualmente calificarla como un principio.18

La propia terminología que utiliza la norma objeto de comentarios nos
lleva a concluir que un posible sentido del artículo en estudio es referirlo

13 Véase: Suárez Berrío, Andrés Felipe: Derecho al libre desarrollo de la personalidad en la
jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana entre los años 1992 y 1997. En: Díkaion
Lo Justo. Número 8-Julio 1999. Colombia, Universidad de la Sabana, 1999, pp. 68 y 69.
14 Ibíd., p. 74.
15 Véase: ibíd., pp. 75-79.
16 Véase: ibíd., pp. 85 y 86. Cita sentencias T-542 de 1992, T-493 de 1993, T-401 de 1994.
17 Véase supra N° 1.
18 Véase infra N° 1.1.2.
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al derecho a la libertad, pues la expresión “libre” antes de aludir a
“desenvolvimiento de su personalidad” se presenta ciertamente como
sinónimo de libertad. La personalidad del sujeto de derecho despliega
un conjunto de derechos que protegen su esencia física y moral, y den-
tro de esta última el primero de ellos es precisamente la libertad.

En efecto, es fácil asociar el libre desarrollo de la personalidad con las
diversas concepciones vinculadas al derecho de libertad. Ser libre es
tener libertad (autodeterminación, escogencia u opción) y ello puede
deducirse claramente del artículo bajo análisis.

A pesar de todo lo indicado, creemos que el artículo 20 de la Carta
Magna puede tener –como en efecto tiene– una connotación de conte-
nido mayor que excede el derecho de libertad, según veremos a conti-
nuación y que le concede el carácter de principio.

1.1.2 Del libre desenvolvimiento de la personalidad como principio

Surge la duda si el artículo en comentario, al referirse al libre desenvol-
vimiento de la personalidad, pretende contener no un derecho en con-
creto sino consagrar más bien una suerte de principio.

La Constitución en su Título III “De los derechos humanos y garan-
tías, y de los deberes” contiene un Capítulo I titulado “Disposiciones
generales” y un Capítulo III titulado “De los Derechos Civiles”. En
el Capítulo I incluye en su artículo 20 la norma que comentamos y en el
Capítulo III, se refiere propiamente al derecho de libertad, en sus múlti-
ples manifestaciones, como la libertad personal,19 de tránsito,20 de aso-
ciación,21 de reunión,22 de expresión,23 de información,24 de religión y
culto,25 de conciencia,26 etc.

19 Véase Art. 44.
20 Véase Art. 50.
21 Véase Art. 52.
22 Véase Art. 53.
23 Véase Art. 57.
24 Véase Art. 58.
25 Véase Art. 59.
26 Véase Art. 61.
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Ahora bien, si observamos el artículo 20, objeto de estudio, éste se ubi-
ca dentro del Capítulo I del Título III de la Carta Fundamental, relativo
a las disposiciones generales en materia de derechos humanos, garan-
tías y deberes. Tal Capítulo I abarca desde el artículo 19 hasta el 31.
Las citadas normas básicamente contienen disposiciones de carácter
general alusivas a los principios aplicables a la persona humana,27 así
como a los criterios de interpretación constitucional.28 Si esto es así,
¿podemos decir que el artículo 20 de la Constitución consagra un princi-
pio que rige la persona humana? Pensamos que sí, que dicha norma
consagra un principio jurídico que supera la simple referencia a la liber-
tad por más amplia que ésta se entienda, es decir, que el artículo 20 de
la Carta Magna, más que contener una referencia amplísima al derecho
a la libertad constituye un principio o idea orientadora que está presente
en la interpretación de cualquier otro derecho o atributo asociado a la
personalidad del sujeto de derecho.

La noción de “principio” parece entremezclarse con la de “derecho”
cuando nos referimos a la libertad. Esto porque la libertad o posibilidad
de escoger debe ser idea orientadora en cualquier otro derecho de la
persona. De allí que pensamos que el artículo en comentario tiene otro
sentido distinto a la libertad como derecho.

Ciertamente, existe una diferencia que excede los límites del presente
estudio entre “principios” y “derechos”.29 Los primeros constituyen las
bases o directrices orientadoras de una materia o sistema, en tanto que
los derechos constituyen facultades o potestades esenciales que toda
persona tiene por el solo hecho de serlo. Así por ejemplo, en materia de
Derecho Internacional Público entre los principios se estudian la igual-
dad y la autodeterminación de los pueblos, en tanto que el catálogo de
derechos de la persona es múltiple y se diferencia de los principios.

27 Tal es el caso del artículo 19 que se refiere a los principios de progresividad, no discriminación,
irrenunciabilidad, indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos. Igualmente el ar-
tículo 21 alude al principio de la igualdad y no discriminación.
28 Por ejemplo, los artículos 22, 23 y 24.
29 Véase al respecto: Rubio Llorente, Francisco: Derechos Fundamentales y principios constitu-
cionales (Doctrina Jurisprudencial). Barcelona, edit. Ariel, 1995.
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Los principios generales de Derecho preceden o inspiran un sistema
jurídico, por lo que más que una función subsidiaria cumplen una finali-
dad directiva en la interpretación; como su denominación lo indica pre-
ceden al sistema y se sobreponen a éste.30 El valor de los principios
constitucionales es innegable para cualquier norma subordinada –y to-
das los son para la Constitución– y así ninguna norma de rango inferior
podrá desconocer ese cuadro de valores básicos consagrados en la
Constitución y todas deberán interpretarse en el sentido de hacer posi-
ble su aplicación.31

En este sentido, se ha indicado que el libre desarrollo de la personalidad,
la dignidad de la persona y la igualdad constituyen principios rectores
del orden constitucional. La Constitución consagra los valores esencia-
les de dignidad, libertad e igualdad.32 La igualdad constituye un ejemplo
paradigmático de un principio que se traduce en una norma abierta.33

Igualmente la dignidad humana se presenta como un principio funda-
mental en la Constitución.34 Pues bien, creemos que el libre desarrollo
de la personalidad se proyecta en un sentido semejante, como un princi-
pio básico de orden constitucional.

El asunto, si se quiere, roza los límites de lo filosófico porque daría pie a
discutir o repensar si algunos derechos, más que derechos, se nos pre-

30 Véase nuestros comentarios en: Ensayos …, p, 626, nota 160.
31 García de Enterría, Eduardo: La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional.
Madrid, edit. Civitas, 1985, pp. 97 y 98.
32 Pérez Luño, Antorio Enrique: Teoría del Derecho. Una concepción de la experiencia jurídica.
Madrid, edit. Tecnos, 1997, p. 232.
33 Véase: Prieto Sanchís, Luis: Ley, principios, derechos. Madrid, Instituto de Derechos Huma-
nos, Bartolomé de las Casas, Universidad Carlos III de Madrid. Cuadernos “Bartolomé de las
Casas 7”, Dykinson, 1998, pp. 52 y 53. Explica el autor que una norma es abierta cuando
carece de un catálogo exhaustivo de supuestos en que procede o queda excluida su aplicación.
Por ejemplo, es imposible saber cuándo viene exigido un trato igual ni cuando se autoriza un
trato desigual. (Ibíd., p. 52). La igualdad sólo nos proporciona una orientación que siempre ha
de ser completada por el razonamiento. Incluso los criterios prohibidos (raza, sexo o religión)
también son relativos (ibíd., p. 52).
34 Fernández de Buján, Federico: La vida. Principio rector de derecho. Madrid, Dykinson, 1999,
p. 113. Véase en el mismo sentido: Hoyos Castañeda, Ilva Mirian: Los derechos humanos:
Expresión de la recuperación de la dignidad de la persona humana en una época de crisis. En:
Díkaion Lo Justo. N° 5-1996. Colombia, Universidad de la Sabana, p. 103. Véase también:
González Pérez, Jesús: La dignidad de la persona. Madrid, edit. Civitas S.A., 1986.
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sentan como criterios orientadores de una rama, dado su carácter esen-
cial y a la vez genérico. La libertad, pareciera presentarse como uno de
esos derechos que se proyectan más allá de una simple facultad o po-
testad, tocando el límite de ser una noción inspiradora de cualquier sis-
tema. Para algunos tiene mayor propiedad referirse a “valores” que a
“derechos”.35 De allí que se diga incluso que la forma más común de
entender los principios, es como la expresión de unos valores sociales,
que se logran imponer en el mundo jurídico, llegando a constituir verda-
deras normas jurídicas.36 Los valores tendrían un carácter más abierto
que los principios, aun cuando ambos tiene carácter normativo; los prin-
cipios serían el medio utilizado para la realización de los valores social-
mente establecidos.37 Estos valores no son simple retórica, no son simples
principios programáticos sin valor normativo de aplicación posible; por
el contrario, son justamente, la base entera del ordenamiento, la que ha
de prestar a éste su sentido propio, la que ha de presidir, la interpreta-
ción y aplicación de la Constitución.38 La Constitución no es una norma
de cualquier contenido sino portadora de valores, por ello no demanda
una aplicación literal sino una interpretación finalista para preservar los
valores en ella contenidos como la justicia, la igualdad y la libertad.39

Siendo así, la libertad, se puede presentar como un derecho en concre-
to, como un valor y como un principio. Esta idea, según la cual el artícu-
lo en estudio constituye simultáneamente un principio y un derecho, la
deja entrever en el ámbito nacional Del Moral cuando indica que el

35 Autores como Víctor Pérez Vargas señala al estudiar los “derechos de la personalidad” que
cuando nos referimos a la libertad o al honor, no estamos hablando de simples derechos, sino
valores fundamentales de la persona, de los atributos de que esta goza. (Pérez Vargas, Víctor: Los
Valores de la Personalidad y el derecho civil latinoamericano. En: La Persona en el Sistema
Jurídico Latinoamericano. Colombia, Universidad Externado de Colombia, 1995, p. 98).
36 Balaguer Callejón, María Luisa: Interpretación de la Constitución y ordenamiento jurídico.
Madrid, edit. Tecnos, 1997, p. 133.
37 Ibíd., p. 134. Véase también: Aragón Reyes, Manuel: Temas básicos de Derecho Constitucio-
nal. Madrid, edit. Civitas, 2001, T. I, pp. 30-43. Señala el autor que los principios generales
constituyen la manifestación concreta del orden general del sistema de valores (ibíd., p. 35). La
diferencia entre valor y principio no estriba en su extensión sino en su alcance y lo único que los
separa es el grado de densidad descriptiva que es menor en los valores (ibíd., p. 38).
38 García de Enterría, Ob. Cit., p. 98.
39 Aragón Reyes, Ob. Cit., p. 30.
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derecho al libre desarrollo de la personalidad es uno de los principios
más importantes del constitucionalismo moderno humanista. En este sen-
tido, diversas constituciones en el mundo, entre ellas, la de la República
Bolivariana de Venezuela, han consagrado este derecho como la expre-
sión más amplia del derecho a la libertad.40

Robles Morchón señala igualmente que la noción en comentario puede
tener igualmente dos sentidos, señala que el libre desarrollo de la perso-
nalidad consagrado en el artículo 10.1 de la Constitución española se
despliega en dos momentos complementarios; en un primer momento
como libertad general de acción al servicio de la construcción libre de
una personalidad de carácter positivo; en un segundo momento, como
principio inspirador de los derechos constitucionales que ha de ser teni-
do en cuenta a la hora de crear nuevas normas e interpretarlas.41

Por su parte, Espinar Vicente señala –acertadamente a nuestro crite-
rio– que la noción del libre desarrollo de la personalidad tiene una fun-
ción principalmente interpretativa de los derechos constitucionales sin
que el mismo sea propiamente un derecho.42

Pensamos, en razón de lo indicado que el artículo 20 de la Constitución
se presenta realmente como una expresión de contenido mayor diferen-
te al propio derecho concreto de libertad. Creemos que el mismo cons-
tituye un principio orientador del sistema que alude al carácter amplio y
pleno de los derechos de la persona. El sujeto despliega a plenitud el
señorío efectivo de su “personalidad”, en virtud del ejercicio libre y am-
plio de cada uno de los derechos inherentes a la persona. Podría consi-
derarse como una amplísima declaración sobre el carácter extenso y no
taxativo que arropa los derechos de la persona en general, los cuales
únicamente se ven limitados a su vez por el propio orden jurídico.

40 Del Moral, Ob. Cit., p. 110.
41 Robles Morchón, G.: El libre desarrollo de la personalidad (artículo 10.1 de la CE). En: El
libre desarrollo de la personalidad. L. García San Miguel (editor). Universidad de Alcalá, 1995, p.
60. Citado por: Díaz Revorio, Ob. Cit., p. 516.
42 Espinar Vicente, J.M: Consideraciones en torno al libre desarrollo de la personalidad. En: El
libre desarrollo de la personalidad. L. García San Miguel (editor). Universidad de Alcalá, 1995, pp.
71-75. Citado por Díaz Revorio, Ob. Cit., pp. 514 y 515.
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Así, la expresión relativa a que toda persona tiene derecho al “libre
desenvolvimiento de su personalidad”, utilizada en la disposición objeto
de estudio se traduce en una manifestación de la amplitud y plenitud de
derechos que amparan la personalidad del sujeto de derecho. La expre-
sión “libre” sólo denota la autodeterminación de la persona en lo que
respecta al ejercicio de los derechos que la amparan.

El término “libre desenvolvimiento de la personalidad” también viene
perfectamente a tono con el tema de los “derechos de la personalidad”
que hemos estudiado en otra oportunidad.43 Y de esa forma la disposi-
ción que comentamos bien pudiera presentarse como un criterio orien-
tador en materia de derechos de la persona porque todo ser humano o
toda persona44 tiene derecho a desplegar todo el peso de su personali-
dad precisamente a través de la gran gama de derechos que protegen la
esencia corporal y moral del sujeto. Si bien la afirmación se presenta
como una redundancia terminológica porque implica sostener que toda
persona tiene derecho al despliegue de su personalidad, es la idea que
creemos justificaría que el artículo tenga un sentido diverso al del dere-
cho a la libertad en sentido concreto, así como explicaría la ubicación de
la norma en un Capítulo I relativo a “Disposiciones generales” y distinto
al Capítulo III propiamente de los derechos.45

El libre desarrollo o desenvolvimiento de la personalidad se proyecta así
a nuestro modo de ver como un principio de orden constitucional que
consagra el carácter amplísimo y pleno de los derechos de la persona y
del máximo despliegue de su personalidad. Pensamos que el artículo en
estudio se presenta más propiamente como un principio general que
como derecho concreto de libertad, pues las limitaciones a las que se
refiere la parte final de la norma según veremos46 se aplican a todos los
derechos de la persona y no exclusivamente a la libertad. Este es el
verdadero sentido que creemos tiene la norma que comentamos.

43 Véase nuestro trabajo: Domínguez Guillén, Aproximación …
44 A fin de no limitar la expresión a la persona humana o natural sino hacerlo extensivo también
a la persona jurídica en sentido estricto o ente incorporal.
45 Véase: Capítulo III titulado “De los derechos civiles”, Arts. 43 al 61.
46 Véase infra N° 1.2.
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En nuestra jurisprudencia del Tribunal Supremo de Justicia, no se preci-
sa claramente una línea de interpretación en las sentencias que nos
permita clasificar lo que se ha entendido por libre desarrollo de la per-
sonalidad. Sin embargo, cuando tratamos de indagar en las decisiones
del Máximo Tribunal47 aparecen distintas las que mencionan incidental-
mente la figura en estudio, pero mayormente alusivas a referencias rea-
lizadas por los abogados en distintos escritos.48 Se aprecia que la frase
“libre desenvolvimiento de personalidad” se utiliza indistintamente para
aludir al pleno ejercicio de los derechos de la persona.

En ocasiones hemos apreciado en la práctica que “el libre desarrollo
de la personalidad” se ha hecho valer para diversas aplicaciones

47 Véase: www.tsj.gov.ve . Buscar por “libre desarrollo de la personalidad”.
48 Véase decisiones de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia:
N° 2402 del 27-11-01 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/noviembre/2402-271101-01-
1576.htm
N° 582 del 27-04-01 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/abril/582-270401-00-0931.htm
N° 2683 del 28-10-02 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/octubre/2683-281002-01-
1182.htm
N° 1755 del 31-07-02 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/julio/1755-310702-01-2009.htm
N° 943 del 9-8-00 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/943-090800-00-0067.htm
N° 2153 del 7-8-03 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/2153-070803-02-2145.htm
N° 2099 del 30-10-01 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/octubre/2099-301001-00-
2509.htm
N° 1572 del 22-08-01En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/1572-220801-00-2512.htm
N° 063 del 26-6-01En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/junio/063-260601-01137.htm
N° 1994 del 17-10-01En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/octubre/1994-171001-00-
2511.htm
N° 968 del 5-6-01En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/junio/968-050601-01-0073.htm
N° 1558 del 11-6-03 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/junio/1558-110603-02-1927.htm
N° 1989 del 16-08-02 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/1989-160802-01-
2115.htm
N° 313 del 5-11-03 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/noviembre/3113-051103-02-
0808.htm
N° 2323 del 2-10-02 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/octubre/2323-021002-02-0349.htm
N° 2876 del 20-11-02 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/noviembre/2876-201102-02-
0028.htm
N° 224 del 24-02-00 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/febrero/224-240200-16010.htm
N° 3172 del 11-12-02 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/diciembre/3172-111202-02-
1477.htm
N° 3241 del 12-12-02 En http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/diciembre/3241-121202-00-
0824.htm
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concretas de algunos derechos de la persona. Así tuvimos oportunidad de
observar cómo alguna decisión judicial que concedió el cambio de sexo al
transexual por vía de rectificación de partidas se apoyó precisamente en
la idea del libre desarrollo de la personalidad.49 Así mismo, al tratar de
buscar información electrónica sobre el libre desarrollo de la personalidad
se aprecia una variada gama de materias o tópicos, asociada buena parte
de ella al problema de la transexualidad,50 la homosexualidad,51 derechos
reproductivos de la mujer,52 etc.53 El libre desarrollo de la personalidad
puede estar también referido a determinadas categorías de personas como
es el caso de los menores de edad.54 Al mismo alude el artículo 28 de la
Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente.55 Creemos
que el ejercicio autónomo de cualquiera de los derechos de la persona se
presenta como una proyección de este principio. La plenitud en el ejerci-
cio del derecho a la identidad, de los derechos relativos a la integridad
física, así como los derechos que afectan la esfera de la integridad moral
está orientado por el principio en estudio.

Cuando nos referimos al máximo despliegue de los derechos de la per-
sona, a los fines de poder disfrutar de la esencia de su personalidad,
como proyección del derecho en estudio, lo hacemos a todos los dere-
chos. Pensamos, pues, en una concepción amplia de los derechos de la
persona, tanto en su connotación de derechos de la personalidad como

49 Véase: Domínguez Guillén, Aproximación..., p. 112, nota 242, no así la primera decisión que se
cita relativa a un problema de hermafroditismo.
50 Véase: http://observatori.fem-xarxa.net/article.php3?id_article=158
http://www.naciongay.com/editorial/opinion/10230119835.asp
51 Véase: http://www.granada.org/ordenanz.nsf/0/b8ad045e2e519950c12566660031d188?OpenDocument
http://www.geocities.com/WestHollywood/Heights/1424/legal.htm;
http://www.cajpe.org.pe/rij/bases/juris-nac/orientac.htm
52 http://www.vidahumana.org/vidafam/onu/derechos-rep.html; http://noticias.juridicas.com/areas/
45-Derecho%20Civil/10-Art%EDculos/200206-6561322410231411.html
53 Pareciera que cualquier derecho en su ejercicio puede ser orientado por el libre desarrollo de la
personalidad.
54 Véase en este sentido: Del Moral, Ob. Cit., pp. 107-144. Sobre el caso de los adolescentes, véase:
http://www.profamilia.org.co/ProfamiliaJoven/Documentos/desarrollo_libre_personalidad.PDF
55 Que prevé: “Todos los niños y adolescentes tiene derecho al libre y pleno desarrollo de su
personalidad, sin más limitaciones que las establecidas en la ley”.
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de derechos humanos.56 Y respecto de estos últimos, tanto a los que
suponen una conducta omisiva por arte del Estado como una conducta
activa o un hacer por parte de éste. Así, aquellos derechos económicos,
sociales y culturales que el Estado debe garantizar por vía de acción,
tales como alimentación, salud y vivienda, son esenciales para que la
persona humana pueda estar en un estado de plenitud que le permita
disfrutar de sus derechos civiles y políticos.

1.2 LIMITACIONES

La parte final del artículo 20 de la Carta Fundamental contiene una
frase característica de una precisión que suele hacerse como restric-
ción a los derechos en general, a saber, que los mismos tienen como
límite los derechos de los demás. La norma constitucional agrega que
también tiene como límite el orden público y social, lo cual obviamente
marca también la limitación de cualquier derecho de la persona. En efecto,
si por ejemplo, nos referimos al derecho concreto de la libertad entendi-
da como posibilidad de actuar y escoger, de actuar bajo nuestras pro-
pias convicciones no supone libertinaje. Nuestras posibilidades de
actuación encuentran su límite en las propias previsiones legales, en el
respeto al derecho de los demás y en el orden público.

La libertad no es el único derecho afectado por las limitaciones a las
que nos referiremos a continuación, sino que éstas son aplicables a to-
dos los derechos de la persona. Ello simplemente ratifica el carácter de
principio de la norma en estudio.57

56 La expresión “derechos de la personalidad” no es sinónimo de “derechos humanos”; pues
estos últimos están referidos a la protección de los derechos de la persona frente al Estado; en
tanto que los primeros se dirigen a la protección civil del sujeto. Si bien un mismo derecho puede
verse desde ambas perspectivas, existe una diferencia importante derivada del ente que vulnera el
derecho. Véase: Domínguez Guillén, Aproximación..., pp. 73 y 74. De allí que García Amigo
indique que derechos de la personalidad son el conjunto de derechos que protegen civilmente a la
persona. (García Amigo, Manuel: Instituciones de Derecho Civil. Madrid, Editoriales de Derechos
Reunidas, S.A., 1979, p. 297).
57 Véase supra N° 1.1.2.
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1.2.1 Los derechos de los demás

Es bien sabido que todos los derechos de la persona, en general, tienen
como límite, los derechos de los demás. Ello constituye una máxima en
materia de derechos de la persona y nos confirma una vez más que el
contenido del artículo 20 de la Carta Magna bien pudiera entenderse
como una consagración genérica de la amplitud de los derechos de la
personalidad del sujeto y a su vez a los límites de los mismos.

Hemos tenido oportunidad de explicar dentro del tema de los derechos
de la personalidad58 que precisamente las limitaciones a cada uno de
ellos encuentran sentido al toparnos con los derechos de los demás o
con el orden público. Así por ejemplo, referíamos que entre los caracte-
res de tales derechos se ubica su carácter absoluto o erga omnes, pero
en razón de que se hacen valer frente a todos y no en cuanto a su
contenido, pues es evidente que están limitados por el orden público y el
orden jurídico.59 E igualmente, cuando tocamos cada uno de los dere-
chos de la personalidad en concreto, se apreciaban manifestaciones

58 Recordemos que los derechos de la personalidad aluden a la protección civil de los derechos de
la persona. Se trata de derechos que protegen la esencia corporal y psíquica del sujeto pero desde
el punto de vista del derecho privado. Véanse, nuestros trabajos: Aproximación…, pp. 54-62;
Sobre los derechos de la personalidad..., pp. 26-29.
59 Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp 79 y 80. Castán Tobeñas se refiere a erga
omnes o de exclusión en cuanto a su oponibilidad frente a todos y no en cambio, absolutos en
cuanto a su contenido pues están limitados por el orden público y el orden jurídico. (Castán
Tobeñas, José: Derecho Civil Español Común y Foral. Madrid, Instituto Editorial Reus, 1955,
Tomo I, Vol. II, p. 746). No hay problema en aceptar que los derechos de la personalidad sean
derechos absolutos, si se entienden por tales derechos que pueden oponerse erga omnes, esto es,
tienen un sujeto pasivo universal. En efecto, todos los hombres, sin exclusión, deben respetar el
derecho a la vida, a la integridad física y moral, al honor, etc., de los demás. No pueden entenderse
absolutos, en cambio, si se da esta palabra la acepción de una suma de facultades, de un poder
arbitrario e irresponsable. (Figueroa Yáñez, Gonzalo: Persona, Pareja y Familia. Chile, edit.
Jurídica de Chile, 1995, p. 17). De la misma manera se pronuncia Lacruz Berdejo y otros, al
indicar que son derechos absolutos o de exclusión, en el sentido de su oponibilidad erga omnes,
pero no son en cambio, absolutos en cuanto a su contenido, pues están condicionados por las
exigencias de orden moral y las de orden público que obligan a ponerlos en relación con los
derechos de los demás hombres y los imperativos del bien común (Lacruz Berdejo, José Luis y
otros: Elementos de Derecho Civil I. Parte General del Derecho Civil. Barcelona, José María
Bosch Editor S.A., 1990, Vol. II, p. 49).
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evidentes de la limitación de un derecho de la persona en razón de los
derechos de los demás.

Cuando estudiamos el derecho a la identidad del transexual y la posibi-
lidad de permitirle a éste el cambio de sexo, a fin de adecuar su identi-
dad estática a la dinámica, encontramos que los derechos de los demás
pueden verse afectados si el transexual está casado o tiene hijos, siendo
estos ejemplos de la limitación del derecho a la identidad sexual.60 Así
mismo, como el derecho a la identidad supone el derecho a ser único y
que se respete nuestra historia y verdad biográfica se ha considerado
que la información errada vulnera el derecho a la identidad por lo que
no es procedente alegar la libertad de información a los fines de liberar-
se de responsabilidad.61 Igualmente la libertad de expresión consistente
en la facultad de expresar nuestros pensamientos y opiniones tiene igual-
mente como límite derechos esenciales de terceros como el honor, la
intimidad, la vida privada o la identidad.62

60 Véase: Domínguez Guillén, Aproximación…, pp. 102-116. “Indicamos que la posibilidad del
cambio de sexo a nivel formal en virtud del derecho a la identidad del transexual es perfectamente
válido cuando analizamos el problema desde la perspectiva del transexual; sin embargo, cuando
conectamos éste con su entorno, apreciamos que la discusión no es tan sencilla. Cuando una
persona se realiza una cirugía transexual, ciertamente es para disfrutar del sexo. Pues bien,
indudablemente en esta línea resultarán afectados los derechos de los demás. Nuestra Constitu-
ción pone como límite del libre desarrollo de la personalidad, el orden público y los derechos de
los demás”. (Ibíd., p. 108).
61 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: El derecho a la identidad como límite a las
libertades de expresión e información. En: Revista de Derecho N° 9. Caracas, Tribunal Supremo
de Justicia, 2003, pp. 343-359.
62 Véase nuestro trabajo: Las libertades de expresión e información. En: Revista de Derecho N°
5. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2002, pp. 25-27. Aun cuando la libertad de expresión u
opinión supone la posibilidad de expresar libremente nuestros pensamientos e ideas, a pesar que
éstos no estén sometidos a un juicio de veracidad, los mismos no pueden constituir un evidente
ataque al honor, la intimidad o la identidad de los demás. No se puede pensar en una proyección
ilimitada de este derecho. La libertad de expresión no se traduce en un ejercicio absoluto, ni
exento de restricciones, pues encuentra límites en el derecho ajeno o en el interés de terceros.
(Ibíd., p. 25). Ha indicado el Tribunal Supremo de Justicia que si bien la libertad de expresión está
consagrada en el artículo 58 de la Constitución no significa que el ejercicio de este derecho
permita vulnerar la esfera de otros derechos igualmente relevantes, al punto de permitir un
ámbito de impunidad, por lo que cada caso debe ser estudiado particularmente. (Véase: TSJ/S.
Cons, Sent. 17-5-00, Recurso de amparo N° 386. En: www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Mayo/386-
170500-00-0216.htm) - Con relación a la limitación de la libertad de expresión en función de
otros derechos, véase: ídem, nota 21.
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Según referimos en otra oportunidad, la existencia y necesidad de un
límite a nuestras acciones y deseos no contraría la idea de libertad: con-
trariamente la reafirma, pues pretender que no se es libre porque no se
puede hacer absolutamente todo lo que se quiere sin importar los dere-
chos de los demás, no sólo iría contra la idea de libertad sino contra el
sentido mismo del orden jurídico. La libertad es escogencia y autodeter-
minación responsable dentro de un orden legal. De lo contrario, todas
las violaciones al resto de los derechos de la persona se justificarían en
atención al ejercicio de una mal entendida libertad extrema.63

Los derechos de las demás personas constituyen sin duda la pared con
la que se topan nuestros propios derechos a los fines de su ejercicio.
Tener claro esa precisión evitaría muchas discusiones inútiles. La per-
sona es un ente titular de derechos y deberes; nadie es completamente
titular de derechos ni completamente titular de deberes en forma exclu-
siva, porque la idea de deber es correlativa a la de derechos. Así incluso
lo reconoce el Art. 32 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos que prevé:

Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad
y la humanidad. 2.- Los deberes de cada persona están limi-
tados por los derechos de la demás, por la seguridad de
todos y por las justas exigencias del bien común, en una so-
ciedad democrática.64

El artículo 29 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se
pronuncia en un sentido semejante.65 No existe libertad para realizar

63 Domínguez Guillén, Las libertades de expresión e información…, pp. 23 y 24,
64 Destacado nuestro.
65 Prevé la norma: “1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en
ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 2. En el ejercicio de sus derechos y
en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones estable-
cidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y
libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del
bienestar general en una sociedad democrática. 3. Estos derechos y libertades no podrán, en
ningún caso, ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas”.
(Destacado nuestro).
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acciones injustas, o para lesionar los bienes de otros. En el acto injusto
no se generan derechos, se lesionan los derechos de los demás.66

1.2.2 El orden público

Otro límite al libre desarrollo de la personalidad o más bien, a los dere-
chos de la persona en general, viene dado por el “orden público”. La
noción de orden público es quizás una de las nociones más utilizadas y
menos tratadas por la doctrina jurídica. Si bien es difícil dar una noción
del orden público, se admite que aquellas instituciones donde el mismo
está en juego no encuentra aplicación el principio de la autonomía de la
voluntad. Esto porque existen materias e instituciones en cuyo cumpli-
miento el Estado y la sociedad tienen interés porque las considera vita-
les para su desarrollo.

Así indicamos en otra oportunidad que el orden público67 está presente en
aquellas instituciones o materias esenciales para el orden jurídico y so-
cial. La materia que atañe al orden público está sustraída de la autonomía

66 Hoyos Castañeda, Ob. Cit., p. 103.
67 Véase nuestro trabajo: Aproximación…, p. 75, nota 98: Sobre la noción de orden público. Véase
también: Petzold-Rodríguez, María: Algunas consideraciones sobre la noción de orden público.
En: Estudios de Filosofía del Derecho y de Filosofía Social. Libro Homenaje a José Manuel
Delgado Ocando. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra Aranguren, Editor,
Colección Libros Homenaje N° 4, 2001, Vol. II, pp. 11-20, señala la autora que se trata de un
concepto elástico, flexible y adaptable según las circunstancias espacio temporales y los valores
socialmente en vigor (ibíd., p. 12) e implica la prevalencia del interés general o social sobre el
individual (ibíd., p. 14). Véase igualmente: Fuenmayor G., José Andrés: Opúsculos Jurídicos.
Evolución y perspectiva del Derecho Procesal en el país. Caracas, edit. Texto C.A., 2,001, p.
213: “el orden público es el entretejido que uno a los miembros de una sociedad humana con el fin
de mantener el orden social. Ese entretejido está constituido por una serie de valores políticos,
sociales, económicos y morales, los cuales son esenciales para mantener la tutela del Estado sobre
sus ciudadanos. Por tal razón forma parte de la estructura del Estado y como tal, no puede ni debe
ser transgredido, y el hacerlo trae como consecuencia la obligación del Estado de restablecerlo,
aun oficiosamente y aunque nadie se lo pida. Él puede variar de acuerdo con el momento
histórico, las costumbres sociales, el concepto y tratamiento legal de la familia, y el valor moral
de las relaciones humanas, sean éstas económicas o de cualquier otra naturaleza”. Véase también:
Bonet Ramón, Francisco: Introducción al Derecho Civil. Barcelona, Librería Bosch, 1956, pp.
280 y 281. Las leyes de orden público son las que afectan la existencia y organización del Estado
y son la excepción en el Derecho Civil. Son normas que en conexión inmediata con las bases
fundamentales que constituyen el orden social mira a la utilidad e interés de la comunidad que se
impone incondicionalmente a la voluntad de los particulares y se sustrae a su iniciativa siendo
inderogable por ellos.



ALCANCE DEL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA... 3 3

de la voluntad de conformidad con el artículo 6 del Código Civil.68 Según
indicamos el artículo 29.2 de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos alude al orden público, además de los derechos de los demás y el
bienestar general como límite al ejercicio de los derechos y libertades.

Instituciones fundamentales como la esencia de los derechos de la per-
sona, el estado civil, la capacidad, el matrimonio, el divorcio, la patria
potestad, etc., son ejemplos de materias donde está de por medio el
orden público.69 En tales casos, la voluntad entra en juego si la ley o la
propia naturaleza del instituto lo permite. Así por ejemplo, en materia de
los derechos de la personalidad una de las características derivadas de
verse impregnados por la noción de orden público es que son “indispo-
nibles” aunque es más preciso referirse a una disponibilidad relativa
porque son irrenunciables en abstracto pero el ejercicio concreto impli-
ca ciertas facultades de disposición, como es el caso de la disposición
del derecho a la imagen o lo relativo al trasplante de órganos.70 Por
ejemplo, en virtud del principio de la autonomía de la voluntad que es la
máxima manifestación de la libertad en el derecho privado podemos
obligarnos; sin embargo, no podemos perder nuestra libertad por propia
voluntad y de allí la invalidez de aquellas cláusulas contractuales ofensi-
vas de la libertad.71 Por esto, la promesa de servicios perpetuos consti-
tuye una cláusula ofensiva de la libertad, por ser ésta un derecho por
naturaleza indisponible. Este carácter se deriva de que los derechos de
la persona están impregnados en su esencia por la noción de orden pú-
blico y esta idea no debe perderse de vista respecto de la interpretación
del ejercicio de los mismos.72 Hay otras materias que caen dentro de la

68 que prevé “No pueden renunciarse ni relajarse por convenios particulares las leyes en cuya
observancia están interesados el orden público o las buenas costumbres”. (Destacado nuestro).
Vale citar al respecto: Bustos Pueche, J.E.: Sobre los límites de la autonomía individual en el
Derecho Civil. En: El libre desarrollo de la personalidad. L. García San Miguel (editor). Universi-
dad de Alcalá, 1995, pp. 71-75. Citado por Díaz Revorio, Ob. Cit.
69 El Estado las ha considerado vitales para su desarrollo y el cumplimiento de sus fines.
70 Véase: Domínguez Guillén, Aproximación..., pp. 80 y 81.
71 Domínguez Guillén, Sobre los derechos de la personalidad..., p. 33.
72 Algunas de las limitaciones en concreto las consideramos en nuestro trabajo de Aproximación
al estudio de los derechos de la personalidad.
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autonomía de la voluntad porque al Estado no le atañen las mismas,
pues son del mero interés de los particulares.73

Pues bien, precisamente el libre desarrollo de la personalidad, la liber-
tad y cualquiera de los derechos de la persona tiene como límite el or-
den público que de cierta forma se traduce en el propio orden jurídico.
En efecto, el ordenamiento jurídico impone las posibilidades de actua-
ción de la persona, ya sea expresa o tácitamente en función de las limi-
taciones que establece el propio sistema. Decimos esto por cuanto el
concepto de orden público se traduce en un concepto jurídico indetermi-
nado que el juzgador debe rellenar, a fin de hacer efectiva la noción. El
legislador no es un ser omnicomprensivo y capaz de visualizar todos las
consecuencias posibles tanto de los derechos como de sus limitaciones.
De allí que así como se sostiene el carácter enunciativo o no taxativo de
los derechos de la persona,74 por cuanto el catálogo de los mismos no
puede quedar sujeto o limitado por la voluntad del texto expreso de la
ley porque existen derechos inherentes a la propia naturaleza humana,
de la misma manera no todas las limitaciones derivadas del orden públi-
co serán expresas, es decir, tales limitaciones no precisan ser enumera-
das expresamente por el orden jurídico.

Al efecto una sentencia española señala que no se puede aceptar que
los derechos reconocidos en la Constitución sólo pueden quedar acota-
dos en virtud de los límites establecidos en la propia Constitución. Tal
conclusión carece de fundamento en una interpretación sistemática, pues
el texto constitucional en ocasiones establece límites expresos pero otras
veces las limitaciones sólo se aprecian de una manera mediata o indi-
recta en cuanto han de justificarse por la necesidad de proteger o pre-
servar otros derechos o bienes constitucionalmente protegidos.75

73 Y así por ejemplo, las disposiciones contenidas en los artículos 1.492, 1.528 y 1.529 del Código
Civil se aplican a falta de otra previsión de las partes. Se trata de normas meramente dispositivas
y no de normas imperativas o de orden público.
74 Véase: Art. 22 de la Constitución. Véase nuestro trabajo: Aproximación…, pp. 76-78.
75 Véase: STC 11/81 del 8 de abril. En: Portero Molina, José Antonio: Constitución y Jurispruden-
cia Constitucional. Valencia, Tirant Lo Blanch, 2000, p. 59.
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Creemos entonces que obviamente existen prohibiciones derivadas del
orden público que no precisan ser expresamente previstas por el legisla-
dor sino que dependerán del caso concreto. Precisamente, éstas consti-
tuyen la barrera con que se topa el libre desenvolvimiento de la
personalidad o los derechos de la persona en general. El orden público
es un concepto abierto, flexible y variable, cuya presencia es posible
distinguir en algunas importantes instituciones jurídicas. La cercanía a
la materia de que se trate y de la cual el intérprete conoce porque así se
lo hace saber el sistema, le permite distinguir cuando no es posible una
actuación porque así lo impone el orden público.

1.2.3 El orden social

El artículo 20 de la Constitución entre las limitaciones al libre desarrollo
de la personalidad alude al “orden social”. La citada norma señala
expresamente sin más limitaciones que las derivadas del ... “orden pú-
blico y social”. Esto nos lleva necesariamente a preguntarnos en qué
consiste el orden social. Si la citada institución del orden público es
difícil de precisar en Derecho, pues con mayor razón una noción de un
contenido si se quiere más genérico. Surgen inicialmente varias consi-
deraciones: la primera de ellas es que pareciera que el orden social está
ligado al orden público, pues recordemos que asociamos este último a
aquellas instituciones que interesan al Estado y la sociedad porque se
consideran importantes para su desarrollo.76

Se pudiera pensar que orden público y orden social han sido tomados
por el constituyente como sinónimos, aunque tal idea sería descartada
dado el carácter particular del primero. Entonces la noción de orden
social pudiera ser entendida como sinónimo de bien común, es decir,
como un orden que necesariamente debe mantenerse, a fin de que el
mayor número posible de personas en la colectividad encuentren la ple-
nitud y la paz. Si ello es así, evidentemente el ejercicio abusivo de cual-
quier derecho de la persona se traduce en una perturbación al orden
social. Ésta pareciera ser la orientación del citado artículo 32 de la Con-

76 Véase supra N° 1.2.2.
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vención Americana de Derechos Humanos cuando refiere que los de-
beres de cada persona están limitados por los derechos de los demás,
por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común.
Pensamos que la expresión orden social puede considerarse equivalen-
te de bien común.

Creemos, sin embargo, que lo indicado encuadra perfectamente en las
limitaciones establecidas en función de los derechos de los demás.77 Lo
que sucede es que el bien común o el interés social supone un contenido
más amplio que los derechos de los demás, lo cuales parecieran tener
una connotación concreta o particular a la violación de derechos de
terceros; el bien común, por su parte, supone el beneficio colectivo, la
paz social para el mayor número posible de personas.

El carácter comunitario del bien común permite abordar la fundamenta-
ción de su peculiaridad y primacía cualitativa respecto de los bienes
particulares.78 El bien común79 supone un bien o provecho cualitativa-
mente superior respecto al bien individual, de allí que bien pudiera en-
tenderse como asociado a la noción de orden social.

1.2.4 El orden jurídico

Las limitaciones a cualquier derecho, bien sea la libertad u otro, no sólo
vienen dadas por los derechos de los demás, por el orden público y
social sino en última instancia en general por el orden jurídico. Es decir,
aun cuando el artículo 20 de la Carta Magna no lo señale expresamente,
todo derecho, está limitado por la propia ley; claro está que estas limita-
ciones se hacen en función de los criterios ya analizados; los derechos
de los demás, el orden público y del orden social. Como indicamos80 el
artículo 29.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos refie-
re que el ejercicio de los derechos y libertades de toda persona “estará

77 Véase supra N° 1.2.1.
78 Pérez Luño, Ob. Cit., p. 239.
79 Sobre el bien común, véase: ibíd., pp. 235-243.
80 Véase supra N° 1.2.1.
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solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley”. Lo an-
terior es una forma amplia de decir que las restricciones a los derechos
vienen establecidas en función del propio orden jurídico, ya sea expresa
o tácitamente, mediante las nociones que ya señalamos.81 El orden jurí-
dico es un límite externo al libre desarrollo de la personalidad y de allí
que tanto los derechos de los demás como el abuso de derecho están
contenidos en la noción de orden jurídico, expresión general que alude
al conjunto de normas que componen el estado de derecho.82

La ley en ocasiones establece limitaciones a los derechos en función de
las nociones que indicamos.83 Así por ejemplo, existen limitaciones le-
gales expresas a la libertad de expresión. Tal es el caso del artículo 19,
Ord. 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos84 y de la
Convención Americana de Derechos Humanos señala en su artículo 13,
numeral 2.85 Tales normas además de referirse a expresiones ya estu-
diadas como es el caso de los derechos de los demás86 o el orden públi-
co,87 señala entre las limitaciones legales a la libertad de expresión otros
elementos asociados al Estado o a la sociedad en general, tales como la
seguridad nacional, la salud pública y la moral pública.88 Igual-
mente la Ley de Protección a la Privacidad de las Comunicaciones co-

81 Es decir, además de las prohibiciones expresas del legislador, por las prohibiciones tácitas
derivadas de los derechos de los demás, del orden público y del orden social.
82 Suárez Berrío, Ob. Cit., p. 105, cita sentencia colombiana T-542 de 1992.
83 Véase supra N° 1.2.1, 1.2.2 y 1.2.3.
84 Que prevé: “El ejercicio previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsa-
bilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones que deberán, sin
embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:
a) Asegurar el respecto a los derechos o a la reputación de los demás.
b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.
85 Que prevé: El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a
previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por
la ley y ser necesarias para asegurar:
a) El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.
86 Véase supra N° 1.2.1.
87 Véase supra N° 1.2.2.
88 Véase nuestro trabajo: El derecho a la identidad como límite..., pp. 345-347.
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loca como limitaciones expresas de la ley, entre otras, la materia relati-
va a la seguridad del Estado, salvaguarda y drogas.89

El artículo 30 de la Convención Americana de Derechos Humanos o
Pacto de San José indica:

Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención,
al goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en
la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a las leyes y
libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas
sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés
general y con el propósito para el cual han sido establecidas.

En el mismo sentido el Pacto de Derechos Civiles y Políticos prevé
en su Art. 4:

Los Estados partes en el presente pacto reconocen que, en el
ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente
Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos úni-
camente a limitaciones determinados por ley, sólo en la medi-
da compatible con la naturaleza de esos derechos y con el
exclusivo objeto de promover el bienestar general de una so-
ciedad democrática.

89 G.O. N° 34.863 del 16-12-91. El artículo 6 de dicha ley establece que los delitos en que se puede
interceptar comunicaciones previa autorización judicial, son los delitos contra la seguridad del
Estado, de salvaguarda, de drogas, secuestro y extorsión. Véase nuestro trabajo: Aproximación...,
pp. 212 y 213. Véase también: Arteaga, Alberto: La intercepción, interrupción, impedimento o
revelación de comunicaciones privadas ajenas. Estudio doctrinario sobre el artículo 2 de la Ley
sobre Protección a la Privacidad de las Comunicaciones (Gaceta Oficial N° 34.863 del 16-12-
91). En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas N° 97. Caracas, Universidad
Central de Venezuela, 1995, pp. 49-60; Ortiz-Ortiz, Rafael: La privacidad de las comunicacio-
nes y su protección legal. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, N° 87.
Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1993, pp. 11-54. El artículo 48 de la Carta Magna
igualmente en relación a la inviolabilidad de las comunicaciones alude a que las mismas sólo
podrán ser interferidas por orden de un tribunal competente y con el cumplimiento de las
disposiciones legales.
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90 Véase supra N° 1.2.1, 1.2.2 y 1.2.3.

Se aprecia así que de conformidad con los instrumentos internacionales,
las limitaciones a los derechos de la persona deben tener interés gene-
ral y estar previstas en la ley. Estas prohibiciones según indicamos pue-
den derivarse en forma tácita porque el legislador no es un ser perfecto
capaz de prever todas las formas de violación a los derechos.

Observamos que si entendemos el libre desarrollo de la personalidad
como una consagración amplísima del carácter omnicomprensivo de los
derechos de la persona, es lógico que cualquiera de estos derechos se
encuentre en su ejercicio con la barrera de las limitaciones legales. És-
tas, en definitiva, son las que expresa o tácitamente imponga el orden
jurídico en función de los derechos de los demás, del orden público o
social; en conclusión, por interés del propio Estado o de la sociedad.

Creemos que cualquier de las limitaciones estudiadas90 se incluyen des-
de un punto de vista amplio en las restricciones que impone el orden
jurídico a los derechos de la persona.

A MANERA DE CONCLUSIÓN

El libre desarrollo o desenvolvimiento de la personalidad consagrado en
el artículo 20 de la Constitución venezolana se proyecta en dos manifes-
taciones o posibilidades: puede entenderse en primer término como una
consagración genérica del derecho concreto de libertad, a la vez que se
presenta en segundo término como un principio que declara la amplitud
y plenitud en el ejercicio de los derechos que amparan la personalidad
del sujeto de derecho. Este último sentido es el que a nuestro modo de
ver pareciera el más apropiado. Precisamente porque las limitaciones
contenidas en la parte final del artículo 20 de la Carta Magna se aplican
a todos los derechos y no a la libertad en particular y porque dicha
norma desde el punto de vista sistemático se ubica en el Capítulo relati-
vo a las “Disposiciones Generales” básicamente contentivas de princi-
pios constitucionales.
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El libre desarrollo de la personalidad si bien se ha entendido como la
más amplia consagración del derecho a la libertad suele proyectarse
más bien a nuestro criterio como un principio que consagra el carácter
omnicomprensivo de los derechos de la persona. Es decir, el sujeto de
derecho, como protagonista del orden legal, tiene la facultad de des-
plegar o expandir todo el señorío de su personalidad, a través de los
derechos y atributos que definen su existencia jurídica. Las limitacio-
nes a esto vendrán dadas por el propio sistema, pues recordemos que
el derecho regula la conducta del hombre en sociedad y el límite entre
derechos y deberes, se traduce en restricciones a la plenitud de la
personalidad individual.

La personalidad de cada ser podrá desplegarse con toda la plenitud que
supone su existencia, pero tendrá como barrera simultáneamente los
derechos que arropan la personalidad de otros sujetos. Las personas
coexisten dentro del orden jurídico y social, de allí que los derechos de
cada sujeto deben ser ejercidos considerando las restricciones que im-
pone el orden legal, en función de los derechos de los demás, del orden
público y del orden social. Esto no contraría la idea de libre desarrollo
de la personalidad, contrariamente la reafirma, porque no puede existir
libre desenvolvimiento de una persona aislada del mundo jurídico y so-
cial del cual forma parte.


